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SCI-725-2011
Comunicación de acuerdo 



	Para:
	Dr. Julio Calvo A, Rector
Licda. Flor Sánchez R, Jefa de Área

	
	Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos
Asamblea Legislativa



	De: 
	Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva 
Secretaría del Consejo Institucional
Instituto Tecnológico de Costa Rica 

	
Fecha:
	
22 de setiembre del 2011

	
	

	Asunto:
	Sesión Ordinaria No. 2733, Artículo 10, del  22 de setiembre del 2011. 
Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el Proyecto de “Ley Creación de la Universidad Indígena de las Américas BEREÉ SUA WÉ”, Expediente Legislativo No. 18.030



Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Institucional, citado en la referencia, el cual dice:

CONSIDERANDO QUE:


1. La Secretaría del Consejo Institucional recibe vía correo electrónico, con fecha 20 de julio de 2011, de la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa, la solicitud de criterio con respecto al Proyecto de “Ley Creación de la Universidad Indígena de las Américas BEREÉ SUA WÉ”, Expediente Legislativo No. 18.030.

2. Mediante oficio SCI-560-2011, del 28 de julio de 2011, dirigido al MA. Ulises Rodríguez, Director del CEDA, a la M.Sc. Ana Rosa Ruiz, Directora de la Oficina de Equidad de Género y al M.Sc. Miguel Guevara, Director de Educación Técnica, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora de la Secretaría del Consejo Institucional, se solicita criterio técnico sobre el Proyecto citado.

3. La Secretaría del Consejo Institucional recibe oficio Oficina De Equidad de Género-098-2011, del 03 de agosto de 2011, suscrito por la M.Sc. Ana Rosa Ruiz Fernández, Coordinadora de la Oficina de Equidad de Género, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual adjunta el dictamen solicitado, que en lo conducente dice:


“…
PROPONE
1. Declarar pertinente y necesaria la creación de una Universidad indígena, por las siguientes razones:

a) Existe un compromiso de Costa Rica con la población indígena de apoyar su desarrollo propio basado en su cosmovisión según Artículo 7 de la Ley 169.

b) El impulso de un desarrollo propio en los territorios indígenas requiere de instancias propias que lideren procesos de investigación, extensión y docencia bajo una cosmovisión educativa que asesore en las estrategias económicas, sociales, culturales y políticas.

c) El país ha atendido las necesidades de las poblaciones indígenas ofreciendo infraestructura y programas de formación a sus docentes, sin embargo, esta inversión ha sido insuficiente para apoyar un proceso que respete, rescate y fortalezca prácticas de su cultura indígena ya que son modelos pedagógicos que responden a otras realidades.  Por tanto, se requiere una cátedra propia constituida por indígenas en que en forma permanente hagan que los programas de formación a sus docentes responda a la realidad indígena.

d) La formación de docentes en todos los niveles debe darse en iguales condiciones que el resto de los y las docentes del país.  En las comunidades indígenas esto no se ha logrado por las múltiples razones ambientales, económicas, infraestructura, de comunicación y de telecomunicación.  Por tanto, el país debe garantizar iguales condiciones que una instancia universitaria en su propio territorio podría ayudar.

e) Costa Rica y en particular la Mesa Indígena de Costa Rica y algunas universidades han realizado importantes esfuerzos por integrar las culturas indígenas de Costa Rica en redes universitarias latinoamericanas.  Estos esfuerzos deben considerados en este proyecto.

2. Solicitar que el proyecto se revise en los siguientes aspectos:

a) Constitucional y Legislativo.  Revisar los mecanismos administrativos planteados a la luz de la Constitución Política de Costa Rica y las leyes existentes en el país, con el fin de que los fondos públicos aportados sean administrados adecuadamente.

b) Coordinaciones. Costa Rica tiene cinco universidades estatales articuladas dentro del CONARE.  La creación de una universidad más tendrá que estar articulada con esta entidad con el fin de aprovechar y potenciar los recursos públicos.  Este aspecto debe estar considerado dentro del proyecto ya que actualmente existe una inversión educativa de las Universidades estatales en los territorios.

c) Consejo Directivo. Este nivel es el ejecutivo, el cual estará atendiendo los aspectos académicos y administrativos de la Universidad.  Por tal motivo debe cumplir con la legislación nacional de administración de fondos públicos y su rendición de cuentas a entes como la Contraloría General de la República.  Esto significa que debe de revisarse su conformación, en nacionalidad de las personas y derechos que están asumiendo.  De igual forma, al ser una universidad de educación superior el personal que estará al frente deberá cumplir con los niveles académicos.

d) Relación con comunidades indígenas internacionales. Los y las impulsoras de este proyecto deben considerar los esfuerzos que universidades nacionales y la Mesa Nacional Indígena de Costa Rica han realizado para integrarse a programas académicos indígenas de América Latina.  Esto permitirá delimitar la participación de personas extranjeras en el Consejo Directivo.

e) Articulado, en particular el Artículo 30 deberá especificarse con mayor detalle y bajo la legislación establecida dentro del país los aspectos de coordinación y apoyo del resto de instituciones gubernamentales”#.

4. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio CEDA-262-2011, del 11 de agosto de 2011, suscrito por el MA. Ulises Rodríguez Guerrero, Director del Centro de Desarrollo Académico, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual emite el criterio de ley solicitado, realizado por la M.Sc. Rosa Inés Lira Valdivia, Asesora Académica CEDA, que dice:

“Tal y como se indica en dicho documento: La creación de la Universidad Indígena de las Américas Bereé Suā Wè (vocablo en lengua Bríbri que traducido al español significa ‘La Gran Casa del Saber’), surge –según se indica en dicho proyecto– “de la sabiduría ancestral, como respuesta a las 8 etnias de los 24 territorios indígenas de Costa Rica; con el firme propósito de conservar sus costumbres y fortalecerlas bajo el fundamento filosófico de su cosmovisión, con la perspectiva del sentimiento de arraigo y pertenencia. Esto constituye la piedra angular del ideal de los ancianos sabios de los pueblos indígenas, que desean su “Gran Casa del Saber”, en donde se recupere la sabiduría de sus pueblos ancestrales y con ello el destino de la humanidad se pueda armonizar con la naturaleza. La Universidad Indígena será un lugar en donde los hombres y mujeres de todas las etnias indígenas costarricenses, y de la región, así como personas no indígenas con demostrado interés en la temática, aprenderán y enseñarán a vivir en unidad con la naturaleza, con los demás seres humanos y con todos los elementos que integran nuestro maravilloso Universo. Este proyecto de ley es una iniciativa que plantea el diputado Rodrigo Pinto Rawson”. Así se plantea, sin embargo debe ser leído con ojo crítico para constatar que presenta inconvenientes y carencias. 
Mis inferencias son las siguientes: 
1. Me parece que el fin fundamental del proyecto o más bien el espíritu del proyecto, pretende cumplir –al menos en el papel- con uno de los derechos colectivos e individuales de los pueblos indígenas: el derecho a la Educación. Sin embargo este, no se puede desligar del derecho que tienen los indígenas de poseer sus tierras, bienes, empleo, salud y el derecho a la libre determinación de su condición política y de su desarrollo económico. Derechos que han sido debidamente establecidos y formalmente reconocidos en varias declaraciones como por ejemplo: la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en 1948, la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José) en 1969 y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; así como también en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ambos de 1966. Dichas declaraciones contienen postulados que definen el deber de respeto a la dignidad humana y la igualdad de derechos entre las personas, sin obstáculos de discriminación –un mandato que resulta exigible– por todos los habitantes del Estado en el que hayan sido ratificadas estas declaraciones. 

2. Actualmente agosto 2011, los principales documentos jurídicos internacionales que abogan por los derechos de los pueblos indígenas son dos: El Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes (Convenio 169), que surge en el seno de la Organización Internacional del Trabajo en el año 1989, y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas en el año 2007. Ambos abordan, entre otras temáticas, los derechos individuales y colectivos de estos pueblos, incluyendo aspectos referentes a la identidad cultural, la educación, el empleo, la territorialidad y el idioma. Es interesante anotar que en Costa Rica los anteriores dos documentos gozan de rango normativo constitucional al haber sido ratificados por el Estado. 

3. Sin embargo, a pesar de este importante avance, el reconocimiento efectivo por los derechos de los pueblos indígenas –más allá de lo expresado en el papel– es más bien bastante escaso o casi nulo por expresarlo de alguna manera. Lo cual respaldo con los siguientes datos: A) el Estado costarricense ha sido incapaz de cumplir cabalmente con el mandato legal internacional de garantizar a los pueblos indígenas la inviolabilidad de sus territorios. Este mismo proyecto de ley en la página 2 así lo indica, al revelar que “grandes extensiones de territorios indígenas, principalmente de la zona norte y del pacífico de Costa Rica, han pasado a manos de personas no indígenas.” B) El Censo Poblacional del 2000 indica en relación con este aspecto que “existen unas 6.000 personal no indígenas ocupando dichos territorios”; referencia que también se cita en dicho proyecto de Ley. C) Otro ejemplo de la ineptitud del Estado Costarricense hacia los derechos de los pueblos indígenas, queda bien ejemplificado en el escrito de Renzo Kcuno Aimituma sobre Líderes Indígenas de Centro América del 06 de setiembre de 2010 en el cual se indica en la página 3 lo siguiente: “Es importante mencionar que en el caso de Costa Rica, hace más de 15 años, la Asamblea Legislativa tiene el proyecto ‘Ley de Autonomía Indígena’, el cual aún no ha sido aprobada y se espera que los diputados la atiendan con prontitud”. D) Este dato es corroborado hoy 9 de agosto 2011 al celebrarse el Día del Indígena, por los principales noticieros del país entre ellos Telenoticias y Noticias Repretel los que al dar la noticia de esta celebración recordaron a la ciudadanía costarricense, la gran deuda que tiene este Poder de la República con los Indígenas al no haber aprobado la Ley de Autonomía Indígena después de 15 años de estar dicho proyecto en esta Asamblea Legislativa. Lo cual es una burla para dicha población y para la ciudadanía costarricense amante del Derecho y la sana convivencia entre los pueblos. 

4. Considero –tal y como indiqué anteriormente– que el espíritu del Proyecto de Ley sobre la Creación de la Universidad Indígena Bereé Suā Wè La Casa del Saber, podría ser una buena intención. Sin embargo en lo personal siento que tiene inconvenientes y carencias. Mismas que expongo seguidamente. 
Inconvenientes: 
4.1. El artículo 1 referente a la creación de dicha universidad indica que “nacerá como institución privada”. El artículo 3 señala que “esta institución se regirá por los principios y disposiciones del Derecho privado”. Por lo cual infiero que se regirá por el principio de ‘autonomía de la voluntad’ es decir tener derecho a hacer todo lo que no esté prohibido por la ley. Teniendo en cuenta que los derechos de los indígenas siguen desprotegidos, considero que esta forma de regir la susodicha universidad indígena privada no es la más conveniente. Lamentablemente la historia refleja que las comunidades indígenas costarricenses han estado marcadas por la usurpación de sus tierras, a través de proyectos como este. 

4.2. El artículo 13 de dicho proyecto de ley propone como organización interna la conformación de un Consejo Directivo como órgano superior jerárquico, un Consejo de Ancianos como órgano asesor del Consejo Directivo, un Rector y además una Junta de Fiduciarios que representan a los benefactores o (donantes de dinero) de los cuales dos son miembros oficiales del Consejo Directivo. De lo anterior se deduce que en dicha organización interna no se garantiza la representación mayoritaria para la población indígena nacional costarricense. Otro inconveniente que deduzco de la organización interna de dicho proyecto de ley, es la conformación del Consejo de Ancianos el cual a pesar de que sus miembros serán representantes de las 8 etnias indígenas costarricenses y 4 de las etnias indígenas de la Región solo un miembro de este consejo de ancianos, formará parte del Consejo Directivo. Tampoco se especifica si los tres miembros de otras etnias indígenas de la región serían los mismos que están en el Consejo de Ancianos, lo cual debería aclararse en dicho proyecto de ley. 

4.3. El susodicho proyecto de Ley utiliza mucho el vocablo ‘etnia’ sin especificar concretamente, en el marco del presente proyecto, qué se entenderá por este término. Llamo la atención en este punto ya que como bien lo indica Solano Salazar (2000), “en el estudio de la población indígena, un elemento fundamental en la identificación de las poblaciones indígenas o pertenecientes a otras etnias, es la definición de lo que entenderá como etnia o lo que hace a una persona o grupo étnicamente diferente a otro (...) La identificación de un grupo étnico como tal es compleja, sobre todo por los elementos que rodean este concepto: rasgos culturales particulares, los cuales son transmitidos socialmente, herencia biológica, ascendencia histórica común (ancestros), conciencia de pertenencia al grupo”(p.343). Asimismo otros especialistas como (Peyser y Chackiel, 2000) citado por Solano S., (2000 p. 343), señalan al respecto: “Este asunto es de suma importancia pues los resultados que se obtengan dependerán del concepto que se utilice y la operacionalización que se haga de él. Al observar la experiencia al respecto en Latinoamérica, es evidente que no hay una única forma de identificar o mediar la pertenencia étnica”. (el subrayado no forma parte de la cita). Por lo anterior, si se quiere ser justos y transparentes con los pueblos indígenas, este proyecto de ley debería especificar qué se entenderá por el término etnia, cuáles serán sus implicaciones y sobre todo cómo será la escogencia de los miembros de las ‘otros etnias indígenas de la región’ y cómo será su designación para que formen parte tanto, del Consejo Directivo como del Consejo de Ancianos. Si la definición y caracterización del vocablo ‘etnia’ es fundamental para los especialistas, para los políticos y proponentes de este proyecto de ley debería serlo también. 
Carencias: 
4.4. En ninguna parte del presente Proyecto de Ley se menciona la opinión o el acuerdo de las Organizaciones Indígenas Nacionales al respecto, no se evidencia consulta previa a ninguno de los líderes de los pueblos indígenas nacionales, ni tampoco se evidencia la realización de reuniones organizativas en territorios indígenas para la consulta de la creación de esta Universidad. Tampoco se registra la posición o el criterio de opinión de las Asociaciones de Desarrollo Indígena ni tampoco de la Mesa Nacional Indígena Costa Rica (MNI). Considero lo anterior como una debilidad muy fuerte de este proyecto. Pienso que las comunidades indígenas poseen un conocimiento claro de los problemas que padecen, de las dificultades que enfrentan y ellos saben perfectamente cómo deben resolverse. Consecuentemente pienso que los indígenas son actores claves para impulsar una iniciativa de este tipo y la ausencia de sus voces y visión, es inexplicable e imperdonable en un proyecto de esta magnitud. Ante la ausencia de una expresión contundente que refleje la voluntad indígena hacia este proyecto, me hace pensar que quizás los mismos indígenas estarían no enterados de la existencia del mismo. 

4.5. La cosmovisión educativa que en forma carente se presenta al final de la página 3 de dicho proyecto, así como la escasa información sobre la formación universitaria que se pretende establecer, no es suficiente para garantizar, conciliar y respetar el paradigma indígena cultural de estos pueblos sin caer en la alienación y el irrespeto históricos hacia esta minoría. 

4.6. El presente proyecto de Ley es omiso en destacar una política de cooperación entre las instancias gubernamentales como el Ministerio de Educación Pública y las Universidades Estatales (UCR, ITCR, UNA, UNED) las cuales han estado presentes en territorios indígenas de Talamanca por más de 10 años. En el caso específico de las Universidades estas han estado por más de cinco años desarrollando programas de investigación, educación de adultos, asesorías en agricultura, apertura de centros de capacitación en computación y otros. Todos en sana convivencia y mediante el Fondo de Regionalización Indígena que permite la articulación de las 4 universidades estatales a desarrollar los programas indicados. En el caso del MEP su presencia se ha mantenido en la región desde 1996. 

4.7. La única referencia hacia las Universidades Estatales que hace el mencionado Proyecto de Ley en estudio, es el que atañe a la representación de un miembro de estas universidades ante el Consejo Directivo. Carencia que pone en evidencia un total desconocimiento de la labor realizada por las Universidades y el MEP en aras de la comprensión de la cosmovisión indígena y de la sana convivencia entre estas dos culturas, la endógena y la exógena. 

4.8. Ante la apertura de la Universidad Privada Indígena “regida por los principios y disposiciones del Derecho Privado, con potestad de mantener fondos en divisas corrientes de cualquier clase (…) y podrá llevar sus cuentas en cualesquiera de ellas y podrá transferir sus fondos en divisa corriente de un país a otro y convertirlas en otras divisas” artículos 26 y 27 de dicho proyecto de ley, amerita un estudio concienzudo por parte de los asesores legales y los economistas de nuestra institución para que aclaren a la sociedad civil e indígena las implicaciones de estos fondos. 
Por todo lo anterior y en forma contundente, mi posición es aconsejar al Consejo Institucional de nuestra institución NO aprobar el presente proyecto de ley hasta que: 
 Se resuelvan los inconvenientes y las carencias señalas. 
 Se evidencie y se garantice la participación mayoritaria de los indígenas en la organización interna de dicha Universidad Indígena Privada 
 Se evidencie la opinión, el criterio y el convencimiento contundente de los Indígenas de nuestras regiones hacia la necesidad de tener esta Universidad en sus territorios. Asimismo que lo indicado se evidencie en el marco de lo que estipula el Convenio N° 169 de la OIT ratificado por Costa Rica en 1992 en relación con el Artículo 1 inciso a-. Sobre el principio de ‘consulta’ que establece: la consulta (a los pueblos indígenas) debe darse “cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente”. 

 Se evidencie claramente en la Formación Universitaria que pretenden impartir, la conciliación de la cosmovisión indígena como paradigma de formación indígena que promueva la capacidad específica y bien dotada de estos pueblos de producir nuevos conocimientos en el respeto de su espiritualidad y de sus relaciones privilegiadas con la Madre Tierra en los currícula de dicha institución. 
 Se revise en forma concienzuda y analítica la forma legal (basada en principios y disposiciones del Derecho Privado) con la que se regirá la susodicha CREACIÓN DE UNA UNIVERSIDAD PRIVADA INDIGENA en nuestro país. 

De no hacerse lo señalado anteriormente, este Proyecto de Ley –mismo que está disfrazado con ropajes que envuelven una noble causa– constituirá una excusa más para la usurpación de los territorios indígenas y para perpetuar el irrespeto de los derechos de nuestros indígenas que aún hoy se mantiene. 
Esta es la opinión de MSc. Rosa Inés Lira Valdivia Asesora Académica CEDA para el Consejo Institucional del Tecnológico de Costa Rica. Quedo a sus gratas órdenes para cualquier consulta. 
Bibliografía consultada: 
Chacón Castro, Rubén (1998), Guía jurídico histórica del derecho territorial de los pueblos indígenas de Costa Rica. s.e. 
INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA Y CENSOS. (2000) La población indígena en Costa Rica según el censo 2000. Solano Salazar, Elizabeth. Área de Censos y Encuestas INEC: San José, Costa Rica. 
MESA INDIGENA NACIONAL DE COSTA RICA (2007). PROGRAMA DE OBSERVANCIA Y VERIFICACIÓN REGIONAL DE DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS DE ABYA YALA. Informe alternativo presentado por los pueblos indígenas al Informe presentado por el Estado de Costa Rica al Comité contra la Discriminación racial de la Convención Internacional sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial. 71 Periodo de Sesión 30 de julio al 18 agosto de 2007. San José, Costa Rica. Disponible en http://www2.ohchr.org/english/bodies/cerd/docs/ngos/mni2_costarica.pdf 
NACIONES UNIDAS CONSEJO ECONOMICO Y SOCIAL. COMISION DE DERECHOS HUMANOS (1999). Decenio internacional de las poblaciones indígenas del mundo. Informe sobre el seminario sobre educación superior y los pueblos indígenas. (Celebrado en Costa Rica del 28 de junio al 2 de julio 1999). UN: San José, Costa Rica. 
ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO (OIT). (1989-1999). Convenio N° 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes. Convenio ratificado por Costa Rica en 1992. 
Renzo Kcuno, Aimituma. (2010). Líderes indígenas de Centro América iniciaron segundo curso internacional. UNED: Costa Rica.
5. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio EduTec-534-2011, del 17 de agosto de 2011, suscrito por el MSc. Miguel Guevara Agüero, Director de la Escuela Educación Técnica, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual adjunta el acuerdo de la Escuela de Educación Técnica, sobre la creación de la Universidad Indígena de las Américas, que dice:
…
“Se acuerda:
1. Manifestar nuestra disconformidad a la creación de la Universidad Indígena de las Américas y más bien, hacer un llamado de atención para la mejora de los programas orientados a los pueblos indígenas de Costa Rica.
2. Instar al Consejo Institucional para que se manifieste en la creación de una instancia que congregue a las universidades miembros de CONARE que pueda desarrollar opciones académicas, de investigación y extensión en los territorios indígenas.
3. Instar al CONARE para que con la aportación del Estado pueda crear un fondo especial que pueda dar continuidad a las acciones actuales y el desarrollo de acciones futuras que garanticen el acceso de nuestros pueblos indígenas a la educación en todos los niveles.
4. Procurar que el TEC pueda tener una mayor presencia en los territorios indígenas, con el impulso de proyectos que busquen dar soluciones para su desarrollo.
5. Dentro del marco de las posibilidades de la Escuela presentar en el año 2012 una iniciativa que busque desarrollar el potencial de la educación secundaria y secundaria técnica en los territorios indígenas”.

ACUERDA: 

a. Manifestarse en contra del Proyecto de “Ley Creación de la Universidad Indígena de las Américas BEREÉ SUA WÉ”, Expediente Legislativo 18.030.

b. Instar al Departamento de Servicios Parlamentarios que analice y considere las recomendaciones emanadas por los entes técnicos de nuestra Institución; citado en los considerando 3, 4 y 5, de este acuerdo.

c.  Comunicar. ACUERDO FIRME.
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